Carátula 


(Ingresa a sala la delegación del Banco Central del Uruguay). 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es un gusto recibir a una delegación del Banco Central del Uruguay integrada 
por el presidente, economista Mario Bergara; el vicepresidente, doctor Jorge Gamarra; el director, 
economista Washington Ribeiro; el superintendente de servicios financieros, contador Juan Pedro 
Cantera; el gerente de la unidad de información y análisis financiero, contador Néstor López y el 
gerente de la asesoría jurídica, doctor Daniel Artecona. 


En realidad, yo hice la convocatoria antes de asumir la presidencia. Voy a hacer una 
introducción, pero la idea es escuchar al Banco Central. Además, nos pareció importante que vinieran 
porque se dio el debate sobre si la cobertura del banco había sido suficiente o no en este tema del 
Cambio Nelson y por las repercusiones que tiene o que va a tener vinculadas, fundamentalmente, al 
ámbito de la competencia. Las repercusiones afectan a muchas de las personas que utilizaban el 
cambio para hacer depósitos y a una cantidad de trabajadores. Son trece sucursales. Tengo entendido 
que habían cerrado operaciones y que se habían presentado a concurso hacía pocos días. El Banco 
Central tiene la potestad de controlar todo lo que son los servicios financieros en el sentido más amplio 
de la palabra y, particularmente, de la superintendencia. Incluso, establece reportes cuando hay alguna 
sospecha de que se haya hecho algún tipo de operación. 


La actividad del Banco Central está regulada por la Ley n.* 15322, que a partir del artículo 21 
desarrolla una serie de acciones que el banco puede ejercer ante la presunción de algún tipo de 
actividad regulada, pero no declarada. La propia carta orgánica del Banco Central en los artículos 37 y 
38 establece cómo planifica las actividades de la Superintendencia de Servicios Financieros. Esa 
unidad tiene independencia técnica, pero en este caso sobre todo tiene una importancia superlativa en 
el control del sistema financiero. 


Se dio un hecho muy amplio que afecta a una cantidad de departamentos del sur, del este y 
del litoral. Es importante que sepamos cuáles fueron las actividades previas del Banco Central y las 
actuales al respecto. Más que nada me parece que tenemos que generar un ámbito para discutir, para 
pensar y eventualmente establecer o corregir algunas disposiciones que permitan prevenir este tipo de 
situaciones en el futuro. 


Sabemos —ayer o anteayer nos llegó esta información— de algunas decisiones del Banco 
Central al respecto y me parece que sería sano y bueno que, en este ámbito de la Comisión de 
Hacienda del Senado, sus autoridades expongan, según su órbita de competencia, en cuanto a la 
situación del Cambio Nelson, cuáles son los controles que se hicieron, las situaciones que se pueden 
prever para el futuro y si hay que tomar alguna medida para que este tipo de circunstancias no vuelvan 
a ocurrir. 


Esta es una introducción genérica del tema y, con mucho gusto, cedemos el uso de la 
palabra al presidente del Banco Central del Uruguay, economista Mario Bergara. 


SEÑOR BERGARA.- Señor presidente: para nosotros es un gusto estar aquí para intercambiar 
información e ideas sobre este tema e, incluso, lo creemos oportuno por lo que agradecemos la 
convocatoria. Para nosotros es muy importante dejar en claro el posicionamiento del Banco Central, su 
rol, sus capacidades y sus actuaciones, sobre todo porque, en el contexto de lo que es la discusión 
pública de este caso, muchas veces se manifiestan algunas evaluaciones con mucha liviandad con 
respecto a la actuación de nuestra institución, tanto desde la órbita empresarial como desde el ámbito 
político. Nos parece de suma importancia combatir esa liviandad con información y esta es una 
instancia, sin duda, muy importante para trasmitirla. 


Uno podría, obviamente, ahondar de manera detallada en las potestades formales del Banco 
Central, en lo que es la regulación y supervisión del sistema financiero en su conjunto y, dentro de eso, 
en cuanto a lo que corresponde a lo que hoy llamamos casas de cambio. Sobre ese aspecto y algunos 
detalles de actuaciones realizadas por el banco y, en particular, por la Superintendencia de Servicios 
Financieros en el conjunto de las casas de cambio —y, en el caso del Cambio Nelson en particular-, 


más adelante voy a solicitar autorización para que sea el superintendente de Servicios Financieros el 
que haga esa parte de la presentación. De todas maneras, me parece importante hacer todo un 
planteamiento inicial de posicionamiento institucional con respecto a este tema. 


El Banco Central tiene una responsabilidad muy amplia de regulación y de supervisión y 
también, de acuerdo con su carta orgánica, grandes potestades y capacidades de actuación, tanto para 
la fijación de reglas —o sea, para la regulación prudencial y no prudencial del sistema financiero- como 
de supervisión específica. Obviamente, todas estas son actividades que requieren capacidades 
profesionales y recursos humanos y, como toda actividad fiscalizadora que tiene el Estado, demanda 
costos para funcionar, lo que implica la preocupación de todos. No obstante, no es el Gran Hermano 
para que pueda estar viendo, de manera gratuita y desde el aire, lo que hace cada gente en su casa, 
en su oficina o en su empresa sino que, en general —y esto, seguramente es extrapolable a todas las 
oficinas fiscalizadoras que tiene el país—, se maneja en base a criterios de importancia sistémica y de 
alertas, de señales que funcionan en base a modelos de riesgo. 


Por lo tanto, hay que insertar la evaluación de la actuación del Banco Central en el caso 
concreto de las casas de cambio en un modelo de supervisión que implica priorizar por lo más 
importante, por lo más grande, por aquellos lugares donde hay alertas de riesgo tanto en el terreno 
sistémico como en el específico de cada empresa. 


El Banco Central, a partir de la carta orgánica del año 2008, amplió enormemente el 
perímetro regulatorio, es decir, los ámbitos de actividad en el terreno financiero para lo cual está 
dispuesto para regular y supervisar. Para tener una idea, cuando se comienzan a sumar instituciones 
bancarias, de intermediación financiera, administradoras de fondo de pensión, empresas de seguros, 
agentes en el mercado de valores, administradoras de crédito, casas de cambio, empresas de 
servicios financieros, etcétera, etcétera, se puede apreciar que hoy el banco tiene la responsabilidad de 
regular y supervisar prácticamente a 500 empresas. Obviamente, en ese contexto el banco tiene que 
trabajar con un modelo de riesgos, es decir, debe identificar cuáles son las áreas del sistema financiero 
que tienen importancia sistémica, o sea qué fallas o problemas en esas áreas pueden tener 
repercusión en el funcionamiento del sistema en su conjunto. 


Respecto a los montos, a los órdenes de magnitud que tiene esta actividad financiera, quiero 
decir que el sistema bancario tiene depósitos —en este caso sí son depósitos— que están en alrededor 
de USD 30.000:000.000. Doy este dato para que se tenga una perspectiva de la dimensión de las 
distintas entidades financieras incluidas las casas de cambio. En general, el conjunto del patrimonio de 
las casas de cambio está en el orden de una milésima de lo que es el patrimonio de las empresas de 
intermediación financiera. Por lo tanto, la supervisión tiene que priorizar segmentos que puedan ser de 
claro carácter sistémico. 


Por otro lado, para que se tenga una noción de la magnitud, señalo que los fondos de 
pensión administrados por las AFAP superan los USD 11.000:000.000. Quiere decir que 
tomando solo depósitos y fondos de pensión estamos en el orden de los USD 42.000:000.000, con lo 
cual se puede tener una perspectiva de la dimensión del tema de las casas de cambio. 


En materia de modelo de supervisión, hay un foco claro en aquellas entidades que tienen 
importancia sistémica. La supervisión de otras entidades se realiza de manera más aleatoria en función 
de las capacidades o recursos del banco o en base a denuncias o señales de alerta que derivan de la 
llamada revisión a distancia -como se dice en la jerga— de la información contable, que es un punto 
importante que quiero enfatizar porque tiene relevancia en el caso concreto del Cambio Nelson. O sea, 
para todos aquellos agentes de menor dimensión en el sistema financiero, se focalizan algunas áreas 
de supervisión y se supervisa de manera más aleatoria en el sentido de las visitas sistemáticas y en 
todo caso se opera con más foco si hay señales de alerta, sobre todo por la vía del análisis de la 
información contable. 


En el caso de las casas de cambio hay que tomar en cuenta la evolución histórica porque 
quizás en el imaginario colectivo todavía se siga considerando como tales a empresas que no lo son. 
En la carta orgánica del 2008 se procesa una segmentación de lo que antes eran las casas de cambio, 
separándose aquellas que tienen más funciones permitidas —no solamente el cambio de moneda y los 


pagos sino también transferencias al exterior y otro tipo de operaciones de mayor responsabilidad y 
significación— pasando a llamarse «empresas de servicios financieros», que tienen una regulación más 
intensa. Por otro lado, están aquellas que quedaron meramente como casas de cambio que solo tienen 
autorizado el cambio de moneda, la emisión de cheques de viajero, cobros y pagos a cuentas de 
terceros, etcétera. O sea que las operaciones que realizan son mucho más restringidas y de menor 
significación económica. 


En paralelo a esa segmentación regulatoria, respecto a estas empresas que solo tienen 
autorizadas estas actividades no sería razonable tener un foco de regulación prudencial como sucede 
en el caso de los bancos o de empresas de servicios financieros. Por el contrario, el foco regulatorio 
está en los procedimientos de la prevención del lavado de activos y el financiamiento del terrorismo. O 
sea, el eje de la supervisión y regulación de estas casas de cambio, de reducido alcance y de poca 
dimensión económica, está en el análisis de los procedimientos antilavado. 


Después el contador Cantera informará sobre la actuación concreta que se ha hecho sobre el 
Cambio Nelson o sobre las casas de cambio en general. 


Las formas que el Banco Central puede tener para sospechar de que se está realizando 
otro tipo de actividades, es por la vía de denuncias o por datos que surjan de la información contable 
que, obviamente, tenemos que presuponer fidedigna en cuanto responde a los criterios y las normas 
contables que los profesionales en la materia tienen que cumplir a la hora de presentar la información y 
los estados contables al Banco Central. 


Ha habido un conjunto de actuaciones del Banco Central en paralelo que, de hecho, llevaron 
a la formalización de muchas casas de cambio, sobre todo en el interior. El Banco Central realizó 
múltiples actuaciones en los años anteriores, en las que detectó empresas o agentes que hacían 
cambios sin autorización. Eso llevó a un proceso de formalización de las casas de cambio. Incluso, en 
los últimos años una de las cosas que ha hecho el Banco Central es autorizar a las casas de cambio. 
En los últimos años ha habido aproximadamente unas veinte casas nuevas autorizadas que, en 
general, surgen de este proceso de detección de operaciones no autorizadas por parte de otros 
agentes. En el país existen —si no es así, el contador Cantera me corregirá- unas cincuenta y ocho 
casas de cambio distribuidas en todo el territorio nacional. 


La autorización o no de las casas de cambio es una de las potestades del Banco Central; en 
estos años se han autorizado alrededor de veinte casas en el marco del proceso que describía, pero 
también se denegaron otras autorizaciones. Vale la pena aclarar que una denegatoria de autorización 
fue a personas cercanas al Cambio Nelson. Por lo tanto, ha habido una atención particular en el 
proceso de autorizaciones que no era indiscriminado, sino que las empresas que obtuvieron 
autorización en estos años la consiguieron gracias al seguimiento de protocolos claros y a conciencia 
de los servicios del Banco Central. Como decía, también existieron varios casos en los que se negó la 
autorización. 


En el caso concreto de las casas de cambio, el foco de la regulación está en el sistema de 
prevención de lavado. En todo caso, uno podría detectar o sospechar la existencia de operaciones no 
autorizadas a partir de la información que la propia casa tiene que enviar al sistema de información en 
el Banco Central, que está en la Unidad de Información y Análisis Financiero de la Superintendencia de 
Servicios Financieros —UlAF—, a partir de datos que surjan en dimensiones no razonables de los 
estados contables o a partir de denuncias. 


Al hablar de la liviandad con la que se manejan a nivel público algunas opiniones sobre este 
tema, tenemos que decir que en ningún momento el banco recibió absolutamente ninguna denuncia de 
operaciones no autorizadas de ninguna de las sucursales del Cambio Nelson. He escuchado que la 
gente dice por ahí que los paisanos en el interior ven un cambio y les parece que es un banco, pero a 
veces esas personas no son paisanos del interior, sino empresarios importantes e incluso legisladores 
que deberían tener conocimiento de qué es lo que puede hacer un cambio y qué no. Lo concreto es 
que no hemos recibido absolutamente ninguna denuncia de operaciones no autorizadas de las 
sucursales del Cambio Nelson en las localidades en que se encuentra. 


Con respecto a la información que el propio cambio remite directamente a la base de 
información del Banco Central, tampoco se había informado ninguna operación que uno pudiera 
considerar no autorizada o sospechosa. La inmensa mayoría de las operaciones y de los clientes con 
los que se informaba referían a operaciones de cambio de moneda o pagos dentro de órdenes 
entendidas como razonables. 


El último punto —que voy a dejar para el final- tiene que ver con el tema de la información 
contable. Hemos verificado que hay un notorio apartamiento de las normas de información financiera 
que el Banco Central emite en la compilación que la empresa, a través de su contador, presentaba al 
Banco Central. De hecho, era un apartamiento de las normas contables que impedía justamente 
transparentar las operaciones que hoy entendemos como no autorizadas. O sea que en los estados 
contables, en la información financiera que debe presentarse como compilación ante el Banco Central, 
de alguna manera había —reitero- un apartamiento de las normas contables exigidas por dicho banco 
que, de hecho, no permitía visualizar que ahí pudiera haber operaciones no autorizadas. De hecho, 
una forma clara en que esto ocurría era que en el rubro «Disponibilidades» no estaba netamente lo que 
las normas indican que debe registrarse, sino que ahí surgían neteados saldos acreedores y deudores 
de personas que, obviamente, no aparecían como activos ni como pasivos en la información contable. 
Reitero, se neteaban en el rubro «Disponibilidades» y, por lo tanto, no se explicitaban en la información 
contable. Recién cuando los servicios del banco van al Cambio Nelson en oportunidad de su cierre 
intempestivo, aparecen listados de clientes con operaciones deudoras y acreedoras —con distintas 
características que ahora vamos a comentar—, que de hecho se impedía que fueran transparentes en la 
información contable. O sea, la compilación contable, de hecho, ocultaba estas operaciones, 
neteándolas en el rubro «Disponibilidades», en clara contravención y apartamiento de las normas 
contables del Banco Central. 


A partir de que el Cambio Nelson informa su cierre a través del cartelito en las ventanas de 
sus distintas dependencias, representantes del Banco Central van al cambio al día siguiente y son 
atendidos por el operador de cambio y la contadora encargada del sistema de prevención de lavado, la 
oficial de cumplimiento. Todos sabemos que, pese a que vía telefónica su propietario había prometido 
estar en la instancia, eso no ocurrió. Obviamente, el Banco Central obtuvo, entonces, más información 
del sistema informático y demás que, reitero, no estaba en los balances ni en el análisis que el banco 
normalmente hace en las casas de cambio, como lo hizo por ejemplo en el Cambio Nelson en el año 
2013, sobre el sistema de prevención. Acá hay que entender que la lógica de supervisión del banco no 
es caer en todas las empresas financieras y meterse en los sistemas informáticos como perico por su 
casa sin tener ningún elemento de sospecha. Lo mismo se puede decir de la DGI o del BPS a la hora 
de fiscalizar, ¿verdad? Tiene que haber un elemento de sospecha que nos habilite a ir más allá de lo 
que es el análisis de la información contable o de la regulación explícita del lavado de activos y entrar 
en todo el sistema informático, escanearlo o extraerlo. 


Reitero que, en el caso del Cambio Nelson, aun si hubiéramos ido el día anterior al cierre, 
eso no se hubiera detectado porque la información contable, de hecho, estaba oculta y no se 
encontraba en la documentación normal del cambio sino en listados en paralelo. 


Vale la pena aclarar que cuando hablamos de la contabilidad y los listados, nos referimos a lo 
que el Banco Central obtiene en su actuación en los estados contables que recibe y en la compilación y 
la información que recibe la UIAF en la base de información. Todo lo que pueda hacerse en paralelo a 
eso, fuera de lo que es la documentación del Cambio Nelson, el Banco Central del Uruguay no tiene 
forma de capturarlo. De hecho, en las actas de nuestra intervención en el cambio al día siguiente del 
cierre, los propios empleados del cambio decían que su dueño recibía gente en su oficina fuera del 
horario de atención al público, con lo cual seguramente se sospechaba que había un conjunto de 
operaciones que ni siquiera pasaban por esa casa como entidad. Nosotros solo podemos referir a las 
cosas que surgen de la documentación que, en la contabilidad o en la información que mandaban a la 
UIAF, o en estos listados que surgieron de la intervención en el sistema informático, estaba 
explícitamente en el propio cambio. 


Creo que vale la pena describir qué encontramos con esto de los saldos deudores y 
acreedores que, reitero, estaban ocultos en la contabilidad. 


Tomando tanto los datos de la casa central en Maldonado como algunas otras planillas que 
tenían que ver con el Chuy y otros lugares, había un conjunto de clientes con saldos deudores y 
acreedores que básicamente podía responder a algo que la casa de cambio podía llegar a hacer con 
montos pequeños asociados a pagos de gastos comunes, facturas, etcétera y autorizaciones de corto 
plazo dadas por los clientes. La casa de cambio podía realizar transferencias de pagos para montos 
que se consideraran razonablemente asociados a lo que es el pago de gastos comunes o facturas, 
sobre todo considerando que, por ejemplo, en Punta del Este y Maldonado hay muchas viviendas que 
son de extranjeros o de gente que no vive en el departamento y deja la plata para el pago de facturas y 
gastos con órdenes concretas en ese sentido. Evidentemente, hay muchos casos en ese sentido. 
Incluso, había pagos sin recursos previos que hacen que haya saldos deudores a favor del cambio; es 
decir, este adelantó pagos de clientes que seguramente después iba a cobrar. De todos modos, la 
principal preocupación no está ahí, sino del lado de los saldos acreedores, es decir, los mal llamados 
«depósitos» porque, reitero, solo los bancos y las cooperativas de intermediación financiera pueden 
recibir depósitos. Esto es otra cosa que no está respaldada por un contrato de depósito. 


En los listados de saldos acreedores nosotros detectamos —reitero que estaban en el sistema 
informático pero no reportados en la contabilidad- unos 379 clientes, entre los cuales neteamos los 
que son clientes vinculados, de alguna manera, al cambio o a empresas asociadas a este. El importe 
de los saldos acreedores de los 379 clientes que detectamos está en el orden de los USD 10:700.000. 
Uno podría pensar que esta era una cuestión muy masiva, que mucha gente participaba en el proceso 
y solo no lo veía aquel que no quiere ver las cosas. 


Cuando uno empieza a hilar más fino en esto, debe distinguir cuáles de estos saldos 
acreedores razonablemente se asocian a la operativa de pago de gastos, facturas, etcétera y cuáles 
son montos de tal magnitud que no se asocian a un pago de facturas e, incluso, podían estar cobrando 
«intereses»  —dicho entre comillas— y obviamente respondían a una actividad no autorizada. 


La información que nosotros dedujimos de este análisis es la siguiente. Si de los 379 clientes 
nos basamos en aquellos que tuvieran fondos por más de USD 50.000, estamos hablando de 22 
personas que concentran importes por prácticamente USD 8:500.000. O sea que más del 80 % del 
monto del que estábamos hablando no era una cosa masiva de paisanos distraídos que, pensando que 
era un banco, ponían la plata en una casa de cambio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Eran personas físicas y jurídicas? 


SEÑOR BERGARA.- Son personas físicas. Estamos hablando de que hay una veintena de personas 
que esencialmente podían estar en esa actividad que sospechamos era no autorizada. Esas 22 
personas tenían colocada en el Cambio Nelson una suma del orden de los USD 8:500.000. Las 
colocaciones de las otras 357 personas que están en el listado, en promedio, eran del orden de los 
USD 6000, es decir, que realmente pueden asociarse a actividades de pagos. Si bien no se respetaba 
totalmente el tema de las autorizaciones en 48 horas y demás, aun considerando cierta flexibilización 
en eso, la inmensa mayoría era de esa naturaleza y una veintena de personas, claramente no. Una 
cosa es tener tres o cuatro mil dólares ahí para que paguen los gastos comunes y las facturas de 
algunos meses, y otra es tener seiscientos, setecientos, ochocientos o doscientos mil dólares, porque 
obviamente no es un monto que se destine al pago de facturas. 


En definitiva, estamos hablando de un número muy reducido de agentes que estaría en ese 
tipo de operativa. En algunos casos, en los listados que obtuvimos de los sistemas informáticos se 
detecta algún pago de intereses, pero hay que decir que eso tampoco es algo que se refleje de manera 
masiva y significativa. 


Me parece que esta pintura del asunto también desvirtúa esa idea de que esto era una 
ventanilla donde todo el mundo ponía plata a modo de depósito para cobrar intereses por montos 
significativos. Se trata de una cuestión que estaba circunscripta a un número muy pequeño de 
personas que colocaron montos significativos; la actividad de la inmensa mayoría tenía otra naturaleza, 
por decirlo de alguna manera. 


A nivel público también se habló de lo que era la deuda del cambio con una de las redes de 
pagos y, según entiendo, en el acuerdo del proceso privado eso quedó saldado. A su vez, en este 
aspecto cabe destacar que, si bien son montos que pueden parecer significativos -se hablaba de dos 
millones y medio de dólares—, en realidad eso respondía a un monto de cobranzas y pagos de muy 
pocos días de actividad. No era que se hubiera acumulado algo que uno no estuviera viendo e, incluso, 
eran fechas del mes en que la propia red de pagos le deja más dinero al cambio porque es cuando se 
pagan las pasividades y, por lo tanto, hay que tener más efectivo en la ventanilla. En ese caso, no 
había un tema de acumulación de problemas. 


Sin embargo, debemos decir que en la investigación surgió que había algún antecedente de 
ocasiones en que el cambio se había retrasado en el cumplimiento de obligaciones con la propia red y 
eso tampoco había sido informado al Banco Central. Eso también ha motivado un endurecimiento por 
parte de esta institución porque es una señal de alerta. El Banco Central debe ser informado de estas 
circunstancias, sobre todo por agentes que a su vez son supervisados, porque pueden ser una señal 
de que existen problemas. 


El miércoles fue el día de cierre del cambio. El jueves el Banco Central concurrió allí a 
extraer la información y hacer las entrevistas —reitero— al oficial de cumplimiento y al operador de 
cambio. A partir de esta intervención, el viernes hicimos un análisis preliminar de la información y el 
siguiente día hábil —el miércoles después del feriado de carnaval- el Banco Central resolvió la 
suspensión de actividades del cambio fundamentada, entre otras cosas, en que una institución de este 
tipo no puede abrir y cerrar cuando lo entienda conveniente. Hay normas de apertura y de cierre, tal 
como sucede con un banco o una empresa de seguros, que deben informar con anterioridad al Banco 
Central, etcétera. Obviamente, todo esto no se cumplió y, basados en esa formalidad, se hace la 
suspensión preventiva de las actividades mientras se procesa el análisis siguiente que lleva a algo que 
está en proceso de vista de la empresa y es la cancelación definitiva de las operaciones, basada no 
solamente en cómo cerró el cambio sino también en el análisis posterior en el que surgen las 
operaciones no autorizadas y demás. 


Como decía, el día hábil siguiente a nuestro análisis decidimos la suspensión de actividades 
y por eso, a nivel público, alguien se pudo preguntar por qué se demoró tanto. En realidad, no 
podemos suspender o cerrar establecimientos alegremente; el Banco Central también necesita una 
fundamentación para tomar resoluciones porque todo es recurrible judicial y administrativamente. Aun 
así se puede considerar un proceso muy rápido de análisis y de toma de decisión cuando al día 
siguiente —que fue cuando nos hicimos de la información— ya estaba tomada la resolución de 
suspensión de actividades. En aplicación de un artículo que otorga a la UIAF ciertas potestades de 
congelamiento de cuentas, también se tomó otra resolución. Normalmente, cuando las investigaciones 
se hacen antes de que las cosas tomen estado público, el juzgado es el que nos indica que impidamos 
transferencias o movimientos de determinadas cuentas. Este no era el caso, porque esto tenía carácter 
público y, aun cuando el juzgado no nos había contactado para decirnos que fuéramos en esa 
dirección, la UIAF, amparada en la ley, decidió el congelamiento de las cuentas del titular del Cambio 
Nelson. Esas cosas tienen que ser rectificadas o ratificadas en 72 horas por un juez de crimen 
organizado y, de hecho, la jueza de crimen organizado ratificó la medida. 


Esas fueron las dos primeras reacciones en materia de decisión: suspender las actividades y 
congelar las cuentas del titular o beneficiario final del cambio, lo cual fue ratificado por la jueza de 
crimen organizado. 


A su vez, durante este tiempo ya está en proceso de vista la resolución del banco de revocar 
la autorización del cambio. Estamos en los días en que este cambio puede alegar sus descargos, 
etcétera. Está claro que estamos en el proceso para tomar la resolución de la cancelación de la 
autorización apenas termine este tiempo de vista, al que todavía le quedan algunos días. Ahora sí 
estamos en contacto con el juzgado correspondiente. 


Una vez que dimos vista de esta potencial resolución del Banco Central, decidimos enviar una 
nota al juez que está a cargo de este caso en Maldonado. Allí ponemos en su conocimiento los 
hallazgos principales de nuestra actuación. Obviamente, estamos a disposición de la justicia para las 
actividades y actuaciones que el juez entienda convenientes. También ponemos un poco el foco en los 


desvíos de la información contable, es decir, en la responsabilidad de los profesionales encargados de 
transmitir al Banco Central la compilación de los estados contables, ya que lo hacían en claro 
apartamiento de las normas. Probablemente uno pueda sospechar de la intencionalidad de ocultar lo 
que ese apartamiento efectivamente ocultaba, que era la presencia de los saldos acreedores y 
deudores, que en última instancia era lo que hubiera dado la señal al Banco Central de que se estaban 
haciendo transacciones no autorizadas. 


Reitero que ya se remitió una nota al juzgado penal de Maldonado con la información 
disponible y ofreciendo la colaboración del banco en la investigación. 


También somos conscientes de que a veces, sobre todo en el interior, puede existir la noción 
de que una casa de cambio es un lugar donde uno puede ir a depositar. Claramente eso no es así. 
Entendimos también que contribuía, en términos de la «publicidad» que deben hacer las casas de 
cambio en sus propios recintos, que las instruyéramos, al igual que a otras empresas no autorizadas a 
recibir depósitos, a informar explícitamente al público, o sea, tener cartelería explícita “como se tiene 
de otros temas— de que en esas entidades no se reciben depósitos a cuenta de la propia entidad. 


Podrían existir cambios que operen como corresponsales financieros de un banco, pero eso 
tiene que ser muy explícito, muy nítido. Una ventanilla en la casa de cambio, en realidad, opera como 
una ventanilla del banco con el cual esa casa tiene el contrato de corresponsalía. Eso puede suceder, 
pero tiene que ser nítido, explícito y debe estar claro que uno no deposita en el cambio, sino en el 
banco equis aunque esté en la ventanilla de una casa de cambio. Eso puede pasar en las casas de 
cambio o en las oficinas del correo. No es que uno deposite en el correo, sino que en una de sus 
sucursales este tiene una ventanilla que opera como corresponsal de un banco. Por lo tanto, sí puede 
tomar un depósito de un banco para el cual el correo está haciendo el rol de corresponsal. 


Por lo tanto, instruimos a todas estas entidades para que dejen claramente a la vista esa 
información, esa publicidad en sus propios recintos, a los efectos de evitar confusiones y ayudar a la 
educación y la información de los distintos clientes. 


Reitero, lo que claramente eran actividades no autorizadas, en el caso del cambio Nelson, 
difícilmente pueda describirse como el conjunto de paisanos desinformados que pasaron cerca, 
pensaron que eso era un banco y depositaron. Esa descripción no es consistente con nuestros 
hallazgos. En general, esas cuentas no eran depósitos, sino procesos de pagos y transferencias — 
dentro de montos razonables— para facturas, gastos comunes, etcétera. Un número muy reducido — 
reitero que detectamos depósitos con más de USD 50.000 solo en 22 casos— concentra más del 80 % 
de todo el monto involucrado y serían las personas que sí aparentan estar en el marco de cuestiones 
no autorizadas. 


En este proceso obviamente se está avanzando, no solamente en el trámite de dar vista para 
tomar la resolución de la cancelación de la autorización, sino también de analizar las 
responsabilidades del personal superior del cambio y del profesional firmante del informe de 
compilación de los estados contables. 


Dejo este planteamiento inicial por aquí y, en todo caso, quisiera que el contador Cantera, 
superintendente de servicios financieros, entrara en más detalles, tanto en el foco de regulación de las 
casas de cambio, como en las propias actuaciones que hubo en las casas de cambio en general y en 
particular del Cambio Nelson. 


SEÑOR CANTERA.- Gracias por la invitación recibida, que nos permite exponer cómo estamos 
trabajando. 


En realidad, como el presidente avanzó sustancialmente en todas las actuaciones y medidas 
adoptadas en relación con el Cambio Nelson, me permito comenzar por una parte de la visión general 
de la regulación y la supervisión. 


Cuando la Carta Orgánica del Banco Central establece que la actividad de supervisión del 
sistema financiero se ejercerá a través de la superintendencia de servicios financieros, se describe 
cuáles son las entidades que están alcanzadas y, dentro de ellas, se mencionan las casas de cambio y 
se señala cuáles son las actividades permitidas allí: cambio de moneda, transferencia doméstica y 
servicios de pago. 


En ese sentido, quiero resaltar que no existe ninguna otra ley que defina y regule las casas 
de cambio más allá de esa referencia. Por lo tanto, la legislación relacionada con las casas de cambio 
es muy diferente a la regulación específica que tienen otras empresas del sistema financiero, como los 
bancos, las aseguradoras, los intermediarios de valores, las bolsas de valores, las administradoras de 
fondos de inversión, los fiduciarios y todos los agentes. Sin embargo, para las casas de cambio no hay 
una ley que establezca específicamente la actividad y la regule. 


Por lo tanto, quiero destacar especialmente el artículo 71 del Decreto Ley n.* 14294, 
agregado por la Ley n.* 17.016 del año 1998, donde se establece expresamente que las casas de 
cambio estarán sujetas a la regulación del Banco Central para prevenir el uso del lavado de activos. 
Para nosotros esa es una referencia importante, más allá de lo que establece la carta orgánica con 
respecto a las actividades permitidas y otras atribuciones que se nos otorgan a través de ella, porque 
define el foco principal de la regulación y supervisión de las casas de cambio. 


Sabemos que a nivel internacional los cambios de moneda de montos pequeños a montos 
mayores o convertir el efectivo de valores pequeños a montos mayores son indicios de lavado de 
activos, más allá de otros elementos. 


Este era un punto que quería destacar del tema general. En segundo lugar, para 
contextualizar la actuación de la superintendencia en materia de regulación y supervisión y con todas 
las definiciones que ya manifestó el presidente sobre el objetivo principal de la regulación y la 
estabilidad del sistema, aclaro que tiene definido un marco estratégico de actuación que está publicado 
en su página web que define cómo va a realizar su trabajo en función de su capacidad operativa. 


Se establecen cuatro finalidades principales. La primera es promover la estabilidad y la 
solvencia del sistema financiero. Ese es el foco de la actuación, de la regulación y la supervisión y va a 
estar puesto, particularmente, en aquellas empresas donde los clientes toman el riesgo de la solvencia, 
a mediano y largo plazo, de la entidad que están contratando y ese es el caso particular de los bancos, 
de las aseguradoras y de las administradoras de ahorro provisional. La segunda tiende a promover el 
funcionamiento sano y transparente de los mercados financieros. Ahí está la preocupación que 
tenemos de evaluar cómo está funcionando el mercado y cómo se están comportando los agentes en 
términos generales y también en particulares cómo eso puede llegar a generar una disrupción en el 
funcionamiento del mercado. Ese es el enfoque que se aplica para la supervisión del mercado de 
valores, donde lo relevante es la cantidad, la calidad y la oportunidad de la información que se le 
provee a los distintos participantes, particularmente, a los inversores para que se sus decisiones estén 
sustentadas. La tercera es la protección a los usuarios del sistema financiero, es decir, velar porque las 
distintas empresas provean a sus clientes la información adecuada con respecto a los productos que le 
están ofreciendo y a las condiciones de operatividad. La cuarta finalidad está relacionada 
especialmente con la protección al sistema contra actividades ilícitas, básicamente el lavado de 
activos: prevenir que el sistema financiero uruguayo sea utilizado para la legitimización de activos 
provenientes de actividades ilícitas. Como dije antes esta es la finalidad donde queda comprendida la 
regulación y la supervisión de las casas de cambio. 


No voy a describir el modelo de supervisión porque creo que, en términos generales, la 
explicación que brindó el presidente resulta bastante descriptiva. Se trata de generar una percepción, 
una identificación y una medición de los distintos riesgos que provocan las diferentes empresas para 
saber el foco de la aplicación de los recursos y la estrategia principal que surge de esas finalidades que 
describí. 


Un aspecto que también mencionó el presidente fue la modificación de la carta orgánica en el 
2008, donde corresponde resaltar que se delimitaron mucho más las posibilidades operativas de las 
casas de cambio al crearse las empresas de servicio financiero que en realidad son las viejas casas de 


cambio. Estas pasaron a tener una regulación mucho más fuerte, información de balance de tipo 
mensual, informe de auditor externo en materia de prevención de lavado de activo y otras 
informaciones que nos permiten, aún con el foco en la prevención del lavado de activos, tener más 
información para conseguir las alertas tempranas. Lo que sucede es que a estas empresas se les 
permite otorgar crédito, por lo tanto la ley y la regulación del Banco Central establecen más 
explícitamente las limitaciones del tipo de financiamiento que pueden obtener para el otorgamiento del 
crédito y claramente se establece que no pueden captar depósitos o fondos de ahorro público. Me 
estoy refiriendo a las empresas de servicios financieros que son las que se crean por la nueva ley. 


Las casas de cambio, como mencioné antes, son empresas de muy bajo riesgo para los 
clientes ya que la operativa habitual va a ser realizar operaciones de prestación simultánea, 
operaciones de cambio, de ejecución inmediata —giros locales, pueden hacer giros domésticos— y de 
prestación de servicios de cobranza para terceros en donde en el momento en que se hace el pago se 
cancela y extingue la deuda con el proveedor. Un elemento que tenemos como referencia para decir 
que son de bajo riesgo para los clientes es que no hemos tenido ninguna denuncia de clientes de 
ninguna casa de cambio, salvo las que recibimos con habitualidad sobre la diferencia notoria en la 
cotización del cambio que opera en el aeropuerto. Esto es conocido por todos y reclaman sobre cuál 
es la diferencia con los demás. Esa es la única denuncia o reclamo que el Banco Central ha recibido 
sobre clientes de casas de cambio. 


También la matriz de riesgo del lavado de activos que desarrollamos en la superintendencia 
como una herramienta para el ejercicio de la supervisión nos muestra que las casas de cambio 
presentan un riesgo menor de lavado de activos en comparación con todas las demás entidades. Por lo 
tanto, las actividades de supervisión que se desarrollan sobre esas empresas se basan en 
procedimientos con mayor énfasis en el uso de la información que recibimos y en su análisis. 


La definición de las actuaciones de supervisión in situ, es decir, la visita a la propia entidad, 
está sustentada en las alertas que se van generando por la información recibida o eventualmente, por 
denuncias que en este caso, como dije, no hemos recibido. 


La significación de la dimensión en el sistema financiero de las casas de cambio con 
respecto al total del sistema lo mencionó el presidente anteriormente, pero es un elemento que se toma 
en el momento de tomar acciones de supervisión. 


Una información adicional que podemos agregar es sobre cómo están distribuidas las casas 
de cambio en la geografía nacional. Sustancialmente podemos ver que están concentradas en el sur 
del país en Montevideo, Canelones, Maldonado y Colonia y también está concentrado todo el sistema 
financiero nacional porque todas las sucursales bancarias también están aglomeradas en esa región, 
salvo la diversificación que tiene el Banco de la República y algún banco privado. 


En este marco de la supervisión, un elemento que corresponde destacar es que una de las 
atribuciones importantes que tiene la Superintendencia es el otorgamiento de autorizaciones para 
operar tanto de los accionistas, como del personal superior, así como también la transferencia de la 
propiedad de las acciones. En este sentido, luego de año 2002 los procesos de las autorizaciones y las 
atribuciones se volvieron bastante más exigentes que lo que ocurría en el año mencionado. Como 
mencionó el presidente, hubo un número significativo de autorizaciones y de transferencias de 
acciones. En este sentido, podemos informar que solamente en los años 2015 y 2016 se autorizaron 
seis nuevas casas de cambio, dieciocho transferencias de acciones y también hubo denegatorias. Un 
punto importante a destacar es que tanto a las empresas de servicios financieros como a las casas de 
cambio, se les permite contratar corresponsales para realizar la operativa de compra venta de moneda. 
Voy a poner el ejemplo particular del grupo Abitab que tiene una empresa de servicios financieros, 
Cambilex, que tiene una autorización para cumplir la función de corresponsal en los locales específicos 
que se habilitan  —el Banco Central recibe esta información-—, para realizar operaciones de compra y 
venta de moneda. Eso significa una ampliación notable de la cobertura para la realización de 
operaciones de compra y venta formal de moneda. Por nuestra parte, debido a denuncias sobre la 
realización de operaciones de cambio en distintos lugares que no tienen autorización, desarrollamos 
nuestra actuación de supervisión y sancionamos a las personas responsables de esto, lo que derivó en 


la formalización de la actividad con la apertura de nuevas casas de cambio o como corresponsales en 
distintos locales como, por ejemplo, los de Abitab. 


En cuanto al número de actuaciones que se llevaron a cabo en los últimos diez años sobre 
personas que estaban realizando operaciones de cambio sin autorización, podemos informar un total 
de 356. A su vez, desde el 2012 se realizaron 36 actuaciones de supervisión in situ sobre las casas de 
cambio. Respecto a las tareas de supervisión por operaciones de cambio en esos lugares no 
autorizados, 123 casos terminaron con la confirmación de que esto era así y se realizó la 
correspondiente sanción a las personas involucradas. También, como resultado de estas tareas de 
supervisión en casas de cambio autorizadas, entre el 2007 y el 2010 se cerraron cinco negocios de 
este tipo. Como dije anteriormente, de 2009 en adelante hubo un nivel muy alto de regularización de 
personas que realizaban operaciones de cambio sin tener autorización. 


En el caso de las actuaciones específicas en el Cambio Nelson, destaco que fue autorizado a 
Operar en el año 1998, momento en que el único accionista y director era el señor Wilson Sanabria. 
Como mencionó el señor presidente, la última actuación de supervisión que hicimos en este cambio fue 
en el 2013 y fue definida en función de la metodología que tenemos para identificar cuándo ir a hacer 
una actuación de este tipo. En aquel momento, el análisis de la operativa determinó claramente que el 
99,97% de su actividad estaba relacionada con la compra y venta de moneda, por lo que prácticamente 
no había una actividad distinta a esta. Esto define que nuestro foco seguía estando exclusivamente en 
la prevención del lavado de activos. En esa actuación, nosotros pudimos analizar el informe elaborado 
por un profesional independiente, sobre el sistema de prevención de lavado de activos, solicitado por el 
Banco República para mantenerle la cuenta. Este profesional emitió una opinión favorable con respecto 
al cumplimiento del sistema de prevención de lavado de activos y, en consecuencia, nuestra actuación 
se limitó a obtener una muestra de clientes. Esta muestra que obtuvimos estaba relacionada con 
operaciones de cambio, por lo que pudimos verificar que sustancialmente estaba la información 
requerida por el sistema de prevención en cuanto a los manuales y demás. Detectamos problemas, 
dejamos recomendaciones e hicimos un seguimiento de esas recomendaciones, pero no hubo 
sanciones. El Banco Central en las actuaciones de supervisión tiene un primer objetivo que es que 
cuando se detectan problemas la empresa genere un plan para regularizar la situación. Eventualmente, 
en una siguiente ronda se pueden generar sanciones, salvo que existan incumplimientos flagrantes en 
la primera instancia, pero nuestra acción trata de ser correctiva al inicio. De la evaluación que hacemos 
de la información que se presenta al 30 de junio de 2016 y en la evaluación en el conjunto con todas 
las entidades, surge que el total de activos de las casas de cambio era de USD 40:000.000 y los 
pasivos eran USD 7:000.000, o sea que la magnitud era pequeñísima. Camvirey contaba con 
doce sucursales y tenía setenta y ocho personas en la plantilla. Tenía una participación del 9 % del 
total de activos de las casas de cambio y lideraba el ranking de utilidades con un 10 % de participación 
en el total de utilidades de las casas de cambio, donde algunas ganan y otras pierden. Pero esta 
lideraba el ranking de utilidades. Analizamos las partidas de créditos diversos y de obligaciones 
diversas de todo el grupo de empresas de cambio a partir de consultas que se hacen a las empresas y 
de verificaciones, y en todos los casos obtuvimos explicaciones razonables. En términos generales, de 
acuerdo con la información que nosotros tenemos el sistema de casas de cambio no está recibiendo 
fondos distintos a los que deben tener para la operativa que tienen autorizada. Más allá de eso, como 
dijo el presidente, de todas maneras tomamos una medida que nos pareció oportuna, informándoles a 
los distintos clientes que se presentan a ese tipo de entidades que allí no se reciben depósitos salvo 
cuando la entidad opera como una corresponsal de una institución autorizada y eso tiene que estar 
claramente identificado. 


Los estados contables que presentó Camvirey al 31 de diciembre de 2016 —información que 
recibimos a fines del mes de enero- era consistente con todos los datos contables de los semestres y 
ejercicios anteriores, y reflejaba un total de activos de USD 4:000.000. El presidente manifestó que 
había USD 10:000.000 de pasivos, pero acá se reflejaban USD 4:000.000 de activos, de los cuales tres 
millones eran de caja; y otro millón, relacionado con USD 500:000 de colocaciones en el sector 
financiero, mientras que el resto eran créditos diversos o bienes de uso. El patrimonio era de USD 
3:000.000, así que la información reflejada en el balance es consistente con una operativa casi 
exclusivamente de compra y venta de moneda. Para una empresa que tiene doce locales y tiene que 
distribuir USD 3:000.000 de caja para compra y venta de moneda puede ser razonable, más allá de 
que además de esos tres millones había un volumen cercano a los USD 900.000 que podrían estar 
relacionados con el contrato de Redpagos; unos USD 550.000 eran cobranzas realizadas y otro tanto 
que podría estar relacionado con fondos recibidos de los clientes para realizar esos pagos. O sea que 


hablamos de USD 300.000 recibidos de la totalidad de los clientes. No tuvimos denuncias sobre 
Cambio Nelson. La posibilidad de que una entidad regulada y supervisada por el Banco Central realice 
operaciones no autorizadas está presente en las quinientas empresas que tenemos bajo nuestro 
control porque eso siempre va a partir de la conducta de los gestores. O sea que esa posibilidad existe, 
repito, sobre las quinientas empresas y no solo sobre las casas de cambio. En estas en particular, la 
posibilidad de detectar que existan operaciones no permitidas está sustentada, básicamente, en tres 
tipos de acciones: la supervisión a distancia —que consiste en la revisión de la información que 
recibimos—, la supervisión ín situ —que es lo que vemos cuando vamos a la entidad— o la recepción de 
denuncias. En ninguna de esas tres situaciones —y tampoco de los informes que se producen 
internamente en la supervisión— pudimos tener alertas que nos indicaran que podía estar realizándose 
ese tipo de operaciones. 


Es más; cuando se hace una supervisión ín situ —la hacemos cuando vamos a la entidad—, en 
función de las alertas que vamos identificando pedimos una muestra de cliente. En esa muestra que 
obtenemos del sistema informático, todas las operaciones que nos aparecen son, básicamente, de 
compra y venta de moneda. También se realiza el análisis para saber si se ha cumplido con todos los 
requerimientos de información para el debido conocimiento del cliente y esto, en esos clientes, estaba 
presente. 


Es claro que cuando uno tiene una sospecha de fraude o de existencia de irregularidades, 
esa actuación tiene una intensidad diferente. Tenemos la potestad, al igual que la DGI, de ir y tomar 
toda la información del sistema contable pero, como decía el presidente, eso se hace cuando uno tiene 
una sospecha y no al barrer, en todas las situaciones. Eso es lo que hicimos cuando los responsables 
del cambio, el 22 de febrero, deciden cerrar intempestivamente; el 23 de febrero fuimos y obtuvimos la 
información que estaba en el sistema informático de la empresa. 


Es obvio que puede haber sistemas paralelos o computadoras no conectadas al sistema 
informático central, lo que implica la posibilidad de estar reflejando operaciones por fuera del sistema. 
Precisamente, a los dos días recibimos una información de parte una persona que nos dijo que había 
una computadora que tenía las operaciones no registradas en el sistema. Nosotros ya habíamos ido y 
ya habíamos obtenido esa información; probablemente el juez haya podido identificar esa 
computadora en el allanamiento que dispuso a continuación. 


Creo que el presidente ya dio, con mucha claridad, la descripción de las operaciones y de los 
clientes, por lo que no entiendo oportuno entrar en ese punto, aunque sí puedo decir que, en realidad, 
lo que identificamos en el sistema informático fue que la empresa tenía registrada una cifra cercana a 
1.500 clientes. De ellos, había más de ochocientos con saldo cero y los restantes clientes —algo más 
de seiscientos-tenían saldos deudores o acreedores. Los que tenían saldos acreedores —esto fue lo 
que comentó el presidente— eran 379 y 218 —o 224 si tomamos una información adicional que 
obtuvimos y que no está en el sistema-— tenían saldos deudores, o sea que eran clientes que le debían 
a la empresa. En definitiva, de los 1.500 clientes que la empresa tenía registrados, solo 379 tenían 
saldos acreedores, es decir, con fondo y, también de esos 1.500 clientes, solo 22 estaban apareciendo 
con montos mayores a USD 50.000. 


Entonces, el hecho de que esos más de ochocientos clientes aparecieran con saldo cero es 
consistente con que se trataba de clientes que iban y realizaban una operación de cambio. Cuando se 
va a cambiar moneda por un valor mayor a USD 3.000, hay que identificar al cliente y registrar los 
antecedentes pero esos clientes no tienen saldo en la empresa porque lo único que hicieron fue 
convertir una moneda. 


Por otro lado, corresponde destacar que dentro de esos clientes con saldos acreedores hay 
uno que es la propia empresa, que aparece con un saldo acreedor de $ 118:000.000, o sea, 
aproximadamente USD 4:000.000. Nunca pudimos obtener una explicación ni del análisis de los 
sistemas informáticos ni de las explicaciones del contador ni de la oficial de cumplimiento —que además 
era responsable del sistema de información— ni del operador de cambio a qué respondía ese registro 
de $ 118:000.000 como una deuda del cambio con sí mismo. Uno puede especular que ahí estaban 
muchos clientes que podrían haber aportado fondos —parte de los 22 podrían estar ahí- pero no 
tenemos ninguna información adicional. Claramente, en los estados contables que nos presentaban a 


nosotros regular y semestralmente, no aparecían esos fondos porque estaban compensados con la 
caja. 


SEÑOR AMORÍN.- ¿Dentro de los 22 contamos a esa cuenta? 
SEÑOR BERGARA.- Los 22 tienen saldos de más de USD 50.000. 


SEÑOR CANTERA.- Como comentó el presidente, la información contable presentada al Banco 
Central tenía una notoria distorsión respecto a lo que era la realidad económico-financiera de la 
empresa. Para nosotros es importante la información contable como base del análisis, ya que está 
firmada por un profesional independiente que realiza una compilación en la que tiene que aplicar las 
normas establecidas por la profesión. En ese sentido, el pronunciamiento número 7 del Colegio de 
Contadores del Uruguay establece cuáles son las verificaciones que tiene que hacer el profesional 
independiente para emitir su opinión mediante el informe de compilación. Creemos que esos requisitos 
no se cumplieron y la información contable estaba notoriamente distorsionada. De haberse expuesto 
los saldos deudores y acreedores que identificamos a posteriori, obviamente que teníamos 
procedimientos específicos en la supervisión respecto a cómo teníamos que actuar en esos casos. La 
información contable que se presentó nos impidió recibir una alerta absolutamente necesaria. 


El presidente ya comentó cuáles eran las medidas que se habían adoptado por el Banco 
Central y qué otra medida podíamos estar identificando para adoptar en un futuro cercano, sobre todo, 
cuando los operadores financieros detectan una situación con una contraparte del sistema, como 
ocurrió con Red Pagos, que ya desde hacía seis meses tenía problemas con Cambio Nelson. Esas 
situaciones tienen que reportarse porque son un indicio de que hay un problema financiero en una 
empresa supervisada, pero eso no ocurrió en este caso. 


Por último, quiero señalar que ninguna de las personas que integraban la plantilla del 
personal o exempleados de la casa de cambio, hizo una denuncia al Banco Central. 


También quiero recordar que la Ley n.* 17613 —aprobada en diciembre de 2002—contiene un 
artículo por el cual se promueve que los empleados de las empresas supervisadas por el Banco 
Central puedan denunciar cuando detectan el incumplimiento de normas por parte de las empresas en 
las que trabajan y además se les exonera de cualquier tipo de responsabilidad. Más allá de todos los 
problemas que luego puedan generarse, es un elemento que está presente porque siempre aparecen 
las situaciones como la que ocurrió en el año 2002, en la que sabíamos, pero habría que haberlo dicho 
oportunamente y no a posteriori, 


SEÑOR BERGARA.- En el cierre de esta presentación, quiero volver a poner el énfasis en la 
responsabilidad del Banco Central en esta cuestión. Creo que hoy el Banco Central es un factor de 
garantías para el funcionamiento del sistema financiero, gracias a que se ha fortalecido la 
institucionalidad y la regulación del sistema financiero. Hemos atravesado circunstancias críticas en los 
sistemas financieros a nivel global y regional, múltiples movimientos y transferencias vinculadas a 
capitales y a temas relacionados con el blanqueo de dinero en Argentina, que han generado 
movimientos importantes. El sistema financiero en general ha operado con absoluta normalidad —aun 
cuando esos montos podrían haber sido significativos—- y ha demostrado que, tanto por la cuestión 
regulatoria como por la cuestión actitudinal y de conductas en el sistema financiero, hoy tenemos un 
sistema sólido, líquido, un sistema que funciona con garantías. Por lo tanto, nos parece fuera de foco 
que se genere la duda de que los controles del Banco Central no operan con razonabilidad. 


Como decía el contador Cantera, obviamente cuando las cuestiones se hacen con 
intencionalidad fraudulenta, la regulación no asegura, totalmente, que estas cosas no sucedan. Lo que 
se procura es generar reglas para detectar, para mitigar y sobre todo para poner más el foco en las 
áreas del sistema que son sistémicamente importantes. Cuando hay intencionalidad fraudulenta, 
evidentemente estas cosas pueden suceder y en este caso pareciera ser bastante claro que así fue. Es 
difícil para el Banco Central —y para cualquiera— detectar un fraude antes de que se produzca, sobre 
todo cuando buena parte de las operaciones ni siquiera se transferían a través de la entidad financiera 


y cuando la información contable que se presentaba al Banco Central ostensiblemente procuraba 
ocultar algunas de esas operaciones. 


Hace un tiempo vimos una película en la que había un sistema de seguridad que detectaba la 
intencionalidad de las personas a cometer un delito y se las enviaba a prisión antes de que lo hicieran. 
Era bastante divertida, pero una cosa es Hollywood y otra la vida real. Es muy difícil detectar un fraude 
antes de que ocurra, sobre todo cuando hay, reitero, una clara intencionalidad de ocultar. Como decía 
el contador Cantera, los mecanismos de detección de problemas, en este caso tienen que ver con las 
visitas in situ, en las que se analizaba el proceso de lavado de activos, las denuncias que podían venir 
de los empleados —que no hubo-—, de clientes —que no hubo-—, de personas inteligentes que pasaban 
por la puerta y veían lo que pasaba —que tampoco hubo, es decir que no hubo ninguna denuncia de 
ninguna naturaleza con respecto a este tema— o eventualmente de la información que se recibe en la 
base de datos de operaciones del Banco Central. Obviamente, si hay una intención fraudulenta la 
persona no va a informar su intención de llevar a cabo un fraude. Por el contrario, la información que se 
presentaba al Banco Central en la base de operaciones era consistente con el hecho de que el cambio 
hacía esencialmente operaciones de cambio. También se pueden detectar en cuestiones que uno 
pudiera tomar como alertas en la información contable. Como decía —este es un punto que 
lamentablemente tenemos que enfatizar-, en la compilación que se presentaba por parte del 
profesional, claramente se ocultaban estas operaciones en el hecho de netear operaciones de saldos 
activos y pasivos con el rubro Disponibilidades. O sea, era una forma de no mostrar en los estados 
contables que había activos y pasivos que no se correspondían, en su naturaleza y en su magnitud, 
con las operaciones de cambio. Reitero que, en gran medida, estaban concentradas en un núcleo muy 
pequeño de agentes que, obviamente, no era gente distraída que pensaba que eso era un banco, sino 
que estaba en operaciones claramente no autorizadas. 


En el caso de que los estados contables se hubieran presentado de manera adecuada, en 
base a las normas y a los pronunciamientos del Colegio de Contadores del Uruguay y a las normas de 
información financiera del Banco Central del Uruguay, eso sí hubiera constituido una señal de alerta 
que hubiera activado inmediatamente una actuación del banco. 


Por lo tanto, no se trata solamente de que la persona del cambio tuviera su actividad, sino 
que también la expresión contable en ese sentido era consistente con una actitud de ocultamiento de 
operaciones que hubiera activado, reitero, una intervención del Banco Central del Uruguay en la 
sospecha de operaciones no autorizadas. 


Quería dejar un poco en claro nuevamente este aspecto porque me parece que sostener la 
credibilidad del Banco Central del Uruguay como órgano de fiscalización, sostener la tranquilidad y la 
serenidad que la población debe tener acerca del funcionamiento del sistema financiero, es 
absolutamente relevante desde el punto de vista institucional. Por lo tanto, no podíamos dejar pasar 
por alto ese punto ante algunas versiones —entiendo que de liviandad e irresponsabilidad— que ponen 
en cuestión este tipo de actuación y el rol que el regulador financiero tiene hoy en el Uruguay y que es 
visto y aceptado tanto a nivel doméstico como internacional. 


SEÑOR CANTERA.- Me faltó agregar un punto que entiendo que es importante: del total de saldos 
deudores que nos aparecían en lo que evaluamos a posteriori eran 


USD 8:000.000 los saldos deudores totales con clientes, de los cuales USD 5:800.000 
correspondían a saldos deudores de empresas vinculadas o presuntamente vinculadas. O sea que, 
notoriamente, ese fondeo que se estaba recibiendo estaba desviado hacia las empresas vinculadas. 


Ese era el punto que quería destacar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Voy a hacer tres preguntas concretas, pero antes expresar el beneplácito 
porque creo que la convocatoria y la concurrencia a esta instancia es muy buena para arrojar luz sobre 
algunos de los temas que fueron de público conocimiento y que obviamente han generado la atención 
de la opinión pública y no solo de los afectados. 


La primera pregunta tiene que ver con que ustedes hablaron, por lo menos el presidente del 
Banco Central del Uruguay habló de 22 acreedores por más de USD 8:500.000. Presumo que eso es 
en el total de las sucursales y que implica a personas físicas y jurídicas —o sea, personas físicas y 
también empresas—, ¿o además hay otro registro de acreedores que son empresas? 


La segunda pregunta tiene que ver con algo que dijeron el presidente y el contador Cantera y 
me gustaría que lo aclararan breve o gráficamente. Tiene que ver con el artículo 21 de la Ley n.? 
15322, que dice: «Toda vez que el Banco Central del Uruguay presuma que una persona física o 
jurídica está ejerciendo la actividad a que se refiere el artículo 1. de esta ley, podrá exigirle la 
presentación dentro de diez días, de documentos y otras pruebas o informaciones a efectos de 
comprobar la índole de su actividad. 


La omisión de poner dichos elementos de juicio a disposición del Banco Central del Uruguay 
en el plazo señalado constituirá presunción simple de haber realizado actividad de intermediación 
financiera sin autorización. [...]». Digo esto porque me parece que está bueno aclarar estas cosas. 
Obviamente, como habla de presunción, es saber detectar el procedimiento que el Banco Central del 
Uruguay tiene para llegar a la presunción de que puede haber alguna actividad de intermediación 
financiera que está ejerciéndose sin la autorización correspondiente. 


La tercera pregunta es si el Banco Central ya fue citado por la justicia porque, obviamente, 
creo que el tema está en la órbita de un juzgado penal de Maldonado. 


Vuelvo a la pregunta anterior, porque ustedes hablaron de la materia riesgo, pero me gustaría 
que quede claro cómo funciona la detección de la presunción para generar una actuación y prevenir. 


En estos días la prensa informó que hubo una cantidad de auditorías externas —está bueno 
preguntarlo porque es parte de la tarea que tenemos que hacer nosotros acá— donde se detectaban 
algunas incongruencias y me gustaría saber si eso es así y si hay forma de que esto pudiera haber 
llevado al Banco Central a detectarlas previamente. 


La cuarta pregunta involucra a la UIAF, concretamente, en lo vinculado a los reportes de 
operaciones sospechosas. Tengo el dato de que en el año 2015 aumentó un 27 % con respecto a 
2014. Quisiera saber cuál fue el resultado de 2016, cómo funciona ese procedimiento —casi un 70 % 
proviene del sistema financiero, el resto corresponde a escribanías, casinos, inmobiliarias, 
explotadores de zonas francas y rematadores— y cuál es la cifra actual. 


Por último, quiero saber si el Banco Central entiende que hay que modificar algún tipo de 
norma o accionar para generar más instrumentos de prevención en el futuro en este tipo de acciones. 


SEÑOR BERGARA.- En primer lugar, efectivamente, los datos de números de clientes y montos que 
manejamos aquí son los que surgen de la información contable, pero sobre todo de los listados 
adicionales que fueron obtenidos a partir de la extracción del sistema informático. Hasta el momento es 
lo que pudimos manejar y si existen otros clientes y montos no registrados en la órbita del titular del 
cambio, obviamente, escapa a nuestra capacidad de información. Los datos que dimos fueron sobre la 
totalidad de la información con la que contamos y, reitero, es lo que surge del sistema informático de la 
empresa. 


El segundo aspecto con respecto al decreto ley de intermediación financiera del año ochenta 
y dos, al que hace referencia el señor senador Delgado, refiere específicamente a la intermediación 
financiera y a la detección de agentes que hacen intermediación financiera sin autorización. La propia 
ley luego deja en claro que solo los bancos y las cooperativas de intermediación pueden realizar estas 
actividades. Justamente las formas de presunción tienen que ver con los mecanismos que 
mencionábamos antes: denuncias, extracción de información de la base de operaciones del Banco 
Central o de los estados contables presentados con distintos grados de exigencia. Cabe aclarar —tal 
como explicaba el contador Cantera— que a las empresas que tienen más roles sistémicos y más 
autorización de operaciones se les exigen estados contables con una periodicidad mucho mayor y con 
auditorías e informes externos. Pero, justamente, las casas de cambio son empresas tan pequeñas 


que quizás no sea razonable exigir más que una compilación de estados contables como un elemento 
de costo. Después de la reforma de la Carta Orgánica, las ahora llamadas «casas de cambio» tienen 
las operaciones extremadamente restringidas. Entonces, presumir operaciones no autorizadas hubiera 
pasado por denuncias de los empleados o de clientes o por señales en la contabilidad o la información 
que proveen a la base de datos de operaciones del Banco Central. 


En este caso, claramente hay una intencionalidad de ocultamiento. No hubo denuncias de 
empleados ni de clientes, ni hay ninguna información que haya enviado la empresa a la base de datos 
del Banco Central que hiciera pensar que hacía este tipo de operaciones. Quizás lo más grave, que 
demuestra la falta de independencia en ese terreno, es que el informe de compilación de estados 
contables se aparta notoriamente de las normas, con la consecuencia de ocultar operaciones que 
hubieran llevado a la presunción de que se estaban realizando operaciones no autorizadas en lógica 
de intermediación financiera. 


Con respecto al tema de posibles informes de auditores externos y demás, debo decir que no 
hemos recibido absolutamente ninguna información al respecto. El Banco Central no cuenta con ningún 
informe, ni solicitado por la institución ni recibido de otros agentes con respecto a este tema, por lo cual 
para nosotros ese trascendido de prensa no se condice con la información que el banco tiene hasta el 
momento. 


Con relación a los vínculos con el proceso judicial, cabe agregar que este caso no es 
esencialmente una cuestión regulatoria sino penal y, por lo tanto, está en la órbita del Juzgado Penal 
de Maldonado. Quizás en el futuro derive a cuestiones de otra índole e incluso pueda pasar a la órbita 
de crimen organizado, pero eso es algo que está en la órbita judicial y lo definirán los jueces 
correspondientes. Recién ahora hemos sido convocados a una reunión de trabajo el próximo lunes en 
esta materia, pero antes de esto no habíamos tenido vínculo con el Juzgado Penal de Maldonado. Lo 
que sí hicimos, además de ponernos a disposición —eitero—, fue enviar una nota al juzgado, en el día 
de ayer, para poner en antecedentes del juez la información que recabamos y lo que hemos transmitido 
aquí. 


Asimismo, cabe agregar que se ha manejado el hecho de que la empresa presentó concurso 
en el juzgado correspondiente. Hemos procurado el acceso a la información vinculada al concurso, 
porque incluso a nivel de prensa se habla de montos y de un número de clientes que excede los datos 
que hemos proporcionado y que surgía de los sistemas informáticos. Ahí es donde uno puede 
sospechar que había más operaciones por fuera de los documentos que estaban en el cambio. Sin 
embargo, no hemos tenido acceso al expediente concursal porque se nos ha dicho que aún el 
concurso no está activo. Faltarían un conjunto de formalidades que no han sido cumplidas por parte de 
quien se presenta a él. Por el momento y en base a la solicitud del Juzgado Penal de Maldonado, el 
vínculo se ciñe a participar en esta reunión de trabajo a partir del próximo lunes. 


En lo que tiene que ver con el reporte de las operaciones sospechosas, es algo que en 
general se informa públicamente a través de la memoria de actuación anual de la UIAF —Unidad de 
Información y Análisis Financiero—, que justamente revisamos en estos días y estará colgada a partir 
del próximo lunes. Allí se muestra que el reporte de operaciones sospechosas en 2016 fue un 35 % 
más alto que el de 2015, es decir que se continúa en un proceso de aceleración del número de 
reportes de operaciones de este tipo, cuya inmensa mayoría proviene de las empresas del sistema 
financiero. 


Creemos que la percepción de riesgo en materia de lavado está dando resultados, porque no 
solo hay más cantidad sino también más agentes que reportan operaciones sospechosas. La prueba 
está en que de 2015 a 2016 hubo un aumento significativo que, en este caso, fue del 35 %. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Y los instrumentos para el futuro? 


SEÑOR BERGARA.- La última pieza legislativa relevante en esta materia para el Banco Central fue la 
carta orgánica de 2008. Luego de casi diez años de experiencia de utilización de dicha carta orgánica, 
uno siempre detecta cosas para mejorar, incluso hasta en la propia definición de intermediación 


financiera, porque en materia operativa a veces hay que interpretar la letra de la ley en una u otra 
dirección. Siempre hay cosas para mejorar. 


En cuanto a esta cuestión de potestades sobre casas de cambio, lo único que me surge 
ahora acerca de no tener un marco legal claro es sobre mecanismos sancionatorios para el profesional 
contable que hace la compilación de los estados contables. Sí tenemos capacidad de sanción para los 
casos de auditores externos, pero por alguna razón —tal vez sea una inconsistencia— no la hay para 
aquel que tiene que hacer una presentación con una exigencia un poco menor, ya que la compilación 
es algo más leve que una auditoría. Podemos sancionar a auditores, inhabilitarlos para la presentación 
al banco, etcétera, y no a los profesionales que hacen la compilación. Esto surge de la cuestión 
anecdótica de este caso. En un futuro puede ser una mejora legislativa que el Banco Central tenga la 
potestad de sancionar también en esos casos. 


Solicitaría que autoricen a hacer uso de la palabra al director del banco, economista 
Washington Ribeiro. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el economista Ribeiro. 


SEÑOR RIBEIRO.- Buenos días. Si bien el presidente del banco ha sido claro sobre el proceso de 
análisis e inspección del banco ante la pregunta del senador, me parece importante aclararlo en un 
idioma más llano que el nuestro, al cual de repente estamos más acostumbrados. A veces nuestra 
jerga nos lleva a hablar con ciertas definiciones que para nosotros son totalmente naturales y para 
ustedes —lo digo con mucho respeto—no tiene por qué serlo. 


El profesional que hace el informe de compilación, en este caso, al igual que el oficial de 
cumplimiento, son dos actores claves en el proceso de inspección y seguimiento de las instituciones de 
este tipo por parte del Banco Central. Uno puede llegar a pensar que los estados contables mal van a 
describir una situación fuera de la norma, porque si no sería muy obvio. Los propios contadores de la 
firma estarían denunciando los hechos de los cuales son parte. Ese es el rol del oficial de 
cumplimiento, es decir, denunciar actividades irregulares con una óptica en lavado de dinero. El 
compilador, o sea el profesional que compila los estados contables, no los hace, sino que los «audita». 
No llega al nivel de una auditoría pero, en definitiva, los revisa y tiene que dar cuenta de que esos 
estados contables responden y reflejan el giro del negocio y su funcionamiento. 


Esa es una información clave para el banco, sobre todo, de instituciones chicas, en términos 
relativos, con respecto al resto del mercado, porque hace fe en lo que el profesional le informa respecto 
de los estados contables. A partir de allí analiza dichos estados contables. De haber actuado con un 
profesionalismo distinto al que aparentemente demostraron tanto el compilador como el oficial de 
cumplimiento, claramente el Banco Central hubiese tenido alertas tempranas, como bien decía el 
presidente. Quiero dejar bien claro este aspecto. Son dos personas y, en particular el compilador -que 
es externo al cambio—, las que debieron haber denunciado o alertado sobre el hecho de que ese 
estado contable no reflejaba la realidad del negocio, a partir de un análisis de ese estado contable con 
relación a las normas de contabilidad y en base al conocimiento del negocio. 


SEÑOR MUJICA.- Agradezco mucho la información brindada. Es evidente que hay inflación 
informativa, salvo que aparezca alguna computadora o información no oficial que no conocemos. 


Se me ocurre que en esta última parte es donde está la esencia del asunto. Quien maneja 
una empresa que está en el dolo, los informes técnicos contables que va a enviar al cuerpo regulador, 
obviamente, tienen que estar amañados porque de lo contrario no hay dolo, porque no se va a mandar 
preso él solo. Todos los que estén en esta actividad van a hacer eso. 


Ahora bien, me doy cuenta de que en un panorama de 500 empresas prácticamente la 
actividad cambiaria es poco significativa en volumen-—, el banco va a expresar una preocupación 
relativa sobre este hecho. No es que no la tenga, sino que desde el punto de vista global de la 
economía, esto al lado de otras cosas es poco significativo. Por lo visto siempre va a haber 
profesionales contables que estén dispuestos a amañar un informe que tienen que mandar al Banco 


Central. Acá el problema es la fe humana. El Banco Central debería tener una gitana que le dijera 
quién es. Acá lo que falló fue el contador, que informó errado. 


El otro mecanismo me parece una especie de sorteo que, de vez en cuando, permite un 
control de vértigo, de sorpresa, porque un control regularizado tiene un costo que, me doy cuenta, no 
está en relación con el tamaño del negocio. 


Lo veo así: acá fallaron los hombres y punto. 


SEÑOR AMORÍN.- Por supuesto que agradezco a las autoridades del Banco Central por estar acá y 
por realizar una clara exposición de los hechos, que son distintos a los que imaginábamos. 


Es claro que no hay un día en que no nos despertemos con alguna noticia del desastre de 
esto, que es cada vez más grande, donde estaban todos metidos. A pesar de que se dice que no se 
habla del tema, creo que el país entero —todos y en todos lados— está hablando del tema. 


La información que recibimos al principio —y que avanza- era que la gente usaba este 
sistema regularmente para hacer depósitos. Algunas personas hablaron al respecto. El que no lo hizo 
fue el traumatólogo —no sé quién es— que según se publicó en el diario tenía USD 800.000. Hay una 
escribana y una cantante lírica. La escribana dijo que lo de ella lo depositaba en el Banco de la 
República, pero la plata de los clientes la depositaba ahí porque era común y más cómodo. O sea que 
parecía ser una operativa normal. 


Por lo tanto, o nos mintieron todos y lo publicado por el diario es un disparate, o hay otra 
computadora, libro o libreta. 


Además, si hacemos números, es decir si debían USD 10:000.000 y USD 4:000.000 
eran de ellos, debían USD 6:000.000, según lo encontrado por el Banco Central. Tampoco eran quince 
millones o cifras extrañas. 


Creo que hay una responsabilidad del Banco Central que debía controlar esto. Creo que es 
así. Las autoridades aquí presentes han explicado con mucha claridad cuál es la dificultad para 
controlarlo. Obviamente si el Banco Central hiciera inspecciones periódicas es probable que lo hubiera 
detectado. También es evidente —y lo entiendo- que si tiene que controlar algo gigante y hay algo 
chiquito, menor, donde normalmente no pasan cosas, controla los lugares donde las cosas han 
ocurrido, donde pueden ocurrir o donde el daño es mayor o hay más perjudicados. Me parece lógico, 
pero hay una responsabilidad del Banco Central. 


¿Cómo podía haberlo sabido? No lo sé. Después de que pasó, todo el mundo conocía el 
tema. Pasa siempre. Con el diario del lunes es facilísimo. Al otro día todo el mundo sabía que en el 
Cambio Nelson se depositaba, qué hacía con eso, qué había comprado en noviembre, cuál era la casa, 
qué auto tenía, todo. Decían que era lógico. Todo el mundo se daba cuenta de que iba a pasar. El día 
anterior no se dio cuenta nadie. 


El tema es realmente complejo. Después de estos hechos, la gente por la calle me ha dicho 
expresiones como: «con una casa de cambio no podés vivir», «todas hacen estas operaciones» —nos 
lo han dicho a todos—, «las casas de cambio, con el spread que tienen —salvo la del aeropuerto—, es 
imposible que vivan entre lo que compran y lo que venden. Así que todas tienen otra actividad». 
Seguramente no es así y la mayoría de las casas de cambio hacen las cosas bien y viven de lo que 
deben vivir. Creo que se ha instalado como una cuestión de desconfianza en un asunto que es menor y 
que pasa, porque creo que este es un tema casi de chisme donde todo el mundo está esperando que 
aparezcan los nombres de los que depositaban para ver quién más está metido en el lío. Me parece 
que es un tema que hay que controlar de alguna forma. Escuché a alguna autoridad del Banco Central 
decir que no tienen los recursos para controlar todos los días las casas de cambio. En fin, hay que ver, 
me parece que estas cosas chicas pueden tener alguna importancia. Es cierto que todos somos 
responsables de que eso no ocurra y está bien lo que viene a hacer el Banco Central, a asegurarnos 
que está todo normal y que se está cumpliendo con todos los temas y a explicar que a veces pasan 


estas pequeñas cosas que no afectan a la totalidad del sistema. Está bien porque obviamente todos 
tenemos que cuidar el sistema, no solo el Banco Central ni el Gobierno sino también la oposición. Es 
lógico y razonable que haya preocupación por el lavado de activos y es importante ver si estas 
operaciones en negro ocultan lavados de activos. Es probable, porque si tengo USD 
1:000.000 y no tengo cómo justificarlo lo voy a poner en un cambio en negro. Es más, supongo que en 
un banco no lo pondría. No sé si esto oculta lavado de activos, es probable; es más, estoy casi seguro 
que así es. Entonces, hay que ver si las cifras totales son esos USD 6:000.000, de los cuales en 
realidad USD 4:000.000 son de más de USD 50.000. Me parece que tampoco es para armar un 
escándalo. Seguramente hay elementos que tengan que ver con el lavado de activos porque la verdad 
que colocar ese dinero en un cambio en lugar de un banco no tiene solo que ver con los intereses que 
rinde. 


SEÑOR BERGARA.- Voy a hacer dos planteos. Uno es la evaluación de la responsabilidad del Banco 
Central. Obviamente nosotros no tenemos el gusto de acompañar la opinión del senador Amorín en 
cuanto a la responsabilidad. Es fácil decir: «Es responsable, aunque no sé cómo habría que hacerlo». 
Nosotros tratamos de explicar cuáles serían las vías razonables por las cuales uno podría presumir una 
situación así, pero cuando hay una cuestión fraudulenta con intencionalidad dolosa es más difícil. 
Como bien dijo el señor senador el día antes nadie sabía nada y al día siguiente todo el mundo lo 
sabía. Para eso están los mecanismos de denuncia y de alerta. Por lo tanto no acompañamos la 
opinión de la responsabilidad institucional. También está el tema del modelo de supervisión que implica 
priorizar por riesgos sistémicos y por señales de riesgo. Esto es razonable en cualquier caso, aun 
cuando los recursos fueran mayores de lo que son hoy. Siempre va a estar ese esquema de priorizar 
los recursos de supervisión. Si para hacer una especie de Gran Hermano el Banco Central necesita 
10.000 funcionarios en lugar de 600, no tiene sentido y aun así no podría garantizar que no vaya a 
haber prácticas fraudulentas. En ese sentido el banco está bien pertrechado de recursos razonables 
dentro de lo que son las capacidades que tiene el país para dar la serenidad de un sistema financiero 
que opera de manera sólida y razonable. Obviamente que cuando se dice «no cuenta con recursos» es 
en el sentido de que no es factible tener un regulador financiero que pueda vigilar lo que hace cada 
agente todos los días. Además, reitero, por los propios comentarios de los senadores, uno 
razonablemente debería tener la sospecha de que hay cosas que se estaban haciendo en el recinto del 
cambio, pero por fuera del cambio; actividades y empresas vinculadas a su titular. Digo esto porque 
también, entre sus saldos deudores, como aclaraba el contador Cantera, la mayor parte era de 
empresas vinculadas al titular del cambio. Era una operativa donde se obtenían ciertos recursos de un 
número, reitero, muy reducido de agentes para financiar empresas vinculadas al titular. Esa operativa 
por más que se vaya una vez por mes o por semana no iba a ser factible detectar sobre todo, tanto en 
el terreno contable de la compilación como en el de la información al banco, eso se ocultaba de 
manera explícita. Por lo tanto, creo que para evaluar la responsabilidad del Banco Central hay que 
entender este posicionamiento y no alimentar una pérdida de reputación en este sentido, porque una 
de las fortalezas que han emergido en los últimos años en esta dimensión es, justamente, la 
tranquilidad con la que los uruguayos sienten que el sistema opera y las garantías que en general da la 
regulación. 


SEÑOR GAMARRA.- Simplemente quería plantear una cuestión de deformación profesional. El banco 
tiene lo que se llama una obligación de medios, de diligencia, no es una obligación de resultados. Es lo 
mismo que lo que pasa en el caso de un médico que no está obligado a obtener la cura del paciente, 
sino a ejercer todos sus conocimientos de forma diligente para tratar de obtener el mejor resultado. En 
este caso para el banco es lo mismo, porque tiene que ejercer todas las diligencias, cumplir con todas 
sus obligaciones de forma de tratar de evitar que el daño se produzca. Entonces, para decir que el 
banco es responsable no basta con decir que hubo un fraude, sino que hay que señalar cuáles fueron 
los incumplimientos o las negligencias que existieron. No basta con decir yo no sé realmente cómo 
habría que haberlo hecho porque en realidad es prácticamente imposible. Tuve la oportunidad de 
hablar con varios auditores en la época de crisis y todos afirmaban —claro, estaban involucrados pero 
eran auditores y estaban adentro del banco— que el fraude gerencial es prácticamente imposible de 
descubrir hasta pasado un tiempo. Acá es lo mismo; para el Banco Central descubrir este tipo de 
fraude, si no se da algunos de los indicios que podían observarse, no resulta posible. Tanto es así que 
no creo que haya alguien que acá pueda decir que lo hubiera podido descubrir, porque no hay forma ni 
aun teniendo una persona adentro, porque obviamente que no van a actuar mal delante de ella. 


SEÑOR RIBEIRO.- El senador habló del rol de colaborar y controlar e incluyó a la oposición en esa 
función de colaboración para la estabilidad del sistema financiero y claramente represento a la 


oposición en el Banco Central. Si el senador refiere a que el banco es responsable porque entra dentro 
de sus competencias controlar las casas de cambio, estamos todos de acuerdo. Estamos tranquilos 
porque el banco actuó de la manera que podía hacerlo y ninguno está contento de lo que está 
pasando. Le doy la tranquilidad al señor senador, así como también a los demás senadores de que 
ninguno de nosotros estamos felices con lo sucedido y no lo estamos porque nos hubiera gustado 
evitarlo y, en lo personal, porque en un país con antecedentes de crisis bancaria el hecho de que gente 
bien intencionada pierda sus ahorros creo que a ninguno nos hace gracia y, en última instancia, 
estamos para cuidar que eso no suceda. Quiero expresar que somos muy conscientes que está dentro 
de nuestras competencias controlarlo y si a eso el senador le llama responsabilidad, claramente somos 
responsables por lo que pasó en ese cambio como por lo que suceda en todo el sistema. Todos los 
miércoles tenemos reunión del directorio y podría asegurarles que el 30 % o 40 % de las decisiones 
que tomamos tienen que ver con sanciones a instituciones en las que detectamos fallas o 
incumplimientos a las normas. Claramente, este no fue el caso pero, si de algo vale, queremos 
expresar el sentimiento de que ninguno de nosotros —y tampoco ningún funcionario del Banco Central— 
está contento con lo que está pasando. 


SEÑOR BERGARA.- Voy a ir un poco en la línea de lo que decía el señor senador Amorín. El hecho de 
que estas cosas sucedan con tal magnitud en una casa de cambio es fruto de la profundización de las 
normativas antilavado en los bancos y otras entidades financieras. Por lo tanto, desde ese punto de 
vista, podría analizarse como que ciertas cosas que décadas atrás pasaban a través de los bancos con 
mucha más opacidad, en la actualidad ya no suceden. Obviamente, hay elementos que pueden inducir 
a indicios de lavado, sobre todo cuando hay personas que se supone tienen depositados allí USD 
800.000. Cuando no se sabe qué es lo que pasa y no hay una denuncia, uno podría inducir la 
presencia de lavado. En todo caso, quiero reinterpretar un poco lo planteado en el sentido de que eso 
también estaría dando pautas de que la presión de los mecanismos antilavado en el resto del sistema 
financiero está dando sus frutos. 


SEÑOR CAMY.- Antes que nada doy la bienvenida a la delegación y destaco que como siempre es un 
gusto recibir al Directorio del Banco Central del Uruguay y a sus asesores y jerarcas. 


La exposición ha sido muy clara pero, dado que no tengo una formación específica en el 
tema, tengo la impresión de que hay una suerte de, entre comillas, «declaración jurada» que hacen los 
cambios, por parte de profesionales, ante el Banco Central. Quiere decir que esta institución da fe de la 
participación de ese profesional y a partir de ahí operan los mecanismos de contralor. 


En lo personal, la respuesta del señor presidente a la pregunta del señor senador Delgado no 
me quedó clara. Se ha dicho que Banco Central actuó acorde a la normativa y a los mecanismos que 
tiene y el contador Cantera habló sobre las comparecencias físicas, aleatorias y periódicas que se 
hacen, de lo que surge del mecanismo de contralor a distancia del Banco Central y de las eventuales 
denuncias, cosa que, en este caso, no ocurrió. Teniendo en cuenta que estamos ante algo que 
lógicamente parece avanzar, me gustaría saber qué habría que perfeccionar para, en el futuro, poder 
controlar estas actividades que como decía el señor senador Amorín, pueden canalizarse por los 
medios que tienen menor atención de parte del Banco Central. Hago este planteo teniendo en cuenta 
la legislación comparada, en caso de que este sea un tema de legislación, normativa o carta orgánica. 
Quizás debamos hacer algo por fuera del Banco Central. Uno se pregunta si una vez superado esto no 
tendremos que esperar que dentro de tres, ocho, diez o doce años se produzca otro episodio de dolo 
similar. Este tipo de cosas suceden desde que existe el ser humano y, por lo tanto, puede volver a 
ocurrir. ¿Cuál sería el otro instrumento que podría establecerse? 


Hace cuatro o cinco días, en una reunión social, dos uruguayos me comentaron que estando 
uno de ellos en Miami y, el otro, aquí en el Uruguay, los llamaron de un banco de plaza alertándolos por 
una posible clonación de su tarjeta de crédito. Además, a uno le preguntaron si había consumido en un 
determinado restaurante y, al otro, si había cargado tantos galones de gasolina en Miami. Cuando 
respondieron que no, les dijeron que les iban a suspender las tarjetas porque habían sido clonadas. 
Ante la pregunta de cómo se habían dado cuenta, les respondieron que por el perfil de consumo. 


Para mí eso es nuevo. Esto sería un avance de ese Gran Hermano que estamos sintiendo los 
ciudadanos de a pie, de abajo, los pelagatos que van al banco y si tienen que sacar más de USD 5.000 


les preguntan muchas cosas. Quizá en la legislación comparada del mundo haya un mecanismo para 
que las autoridades bancocentralistas tengan una herramienta que hoy no poseen y que evite esto. 
Nosotros pensamos que el Banco Central actuó acorde a derecho y en función de las herramientas que 
existían. No sé si soy claro. Si no pasa como en el tema de la violencia en el deporte; ¿de quién es la 
responsabilidad? ¿De la Policía o de los clubes? También pasa cuando aprietan con el Plan Verano 
Azul en Canelones y en Montevideo. Los chorros saltan para el departamento de al lado y si aprietan 
allí van a otro lado. Acá el puritanismo no existe. Junto con el señor senador Martínez Huelmo integro 
la comisión de los Papeles de Panamá —como se los llama vulgarmente—, vemos que hay leyes sobre 
el lavado de activos y que el Banco Central establece normas para que se creen nuevos registros para 
las sociedades de tenedores y para los que por lógica están menos afectados a la rigurosidad de las 
disposiciones que se generan, ¿no hay algo más? Si eso es lo que hay me parece que estamos 
expuestos a que pueda suceder de nuevo. 


SEÑOR BERGARA.- La historia de la regulación en el sistema financiero o en cualquier área siempre 
consiste en ir detrás de los problemas. Normalmente, los riesgos se detectan una vez que empiezan a 
suceder, no de forma puntual o anecdótica sino de manera genérica. La regulación es una herramienta 
dinámica, viva, evolutiva; por lo tanto, es muy razonable que se vaya perfeccionando la regulación de 
acuerdo con la nueva realidad. En el caso concreto del que hablábamos hoy, por ejemplo, detectamos 
la posibilidad de que podría haber una mejora legal en cuanto a la capacidad del banco para sancionar 
a profesionales que deberían tener una actitud más independiente de la empresa de la que reportan 
información. Eso es lo que detectamos de manera puntual. Lo otro sería que a nivel regulatorio se 
exigiera a las casas de cambio una auditoría externa que, básicamente, por sus costos podría implicar 
su erradicación; no sería un mecanismo que quisiéramos adoptar. Reitero que quizá podríamos tener la 
potestad de sancionar a los que hacen informes de estados contables de menores dimensiones que las 
auditorías. 


De manera más genérica podemos decir que el sistema financiero en el mundo tiene una 
dimensión que es varias veces su producción. Con esto quiero decir que cuando hay tanto dinero en la 
vuelta, la creatividad humana para ver cómo hacerse del dinero ajeno es infinita. En un mundo donde 
las tecnologías de la información están cambiando radicalmente año tras año las relaciones de todo 
tipo, las cuestiones tecnológicas, las plataformas y el almacenamiento de la información cambia todo el 
tiempo y eso trae aparejado potenciales riesgos en esta dimensión. Hay una enorme inversión en el 
sistema financiero —que quizá antes estaba representada por los inspectores que revisaban carpetitas 
de clientes— en seguridad, en el terreno de la informática. Permanentemente se combate el hackeo de 
bancos, de empresas de seguros, de mercados de valores, de bolsas, de reguladores. Ese es un 
mundo dinámico, un mundo nuevo donde emergen riesgos que de alguna manera se procura mitigar o 
reducir desde la regulación o desde la inversión en temas de seguridad. Creo que la regulación va 
aprendiendo de la vida y de las cosas que van sucediendo. 


Lamentablemente, uno no puede dar una garantía absoluta en esto como en ninguna 
otra área— de que las cosas no van a suceder, pero creo que hay planes de trabajo, metodologías, 
reputación y credibilidad como para dar un margen de tranquilidad suficiente a la población en todo el 
manejo financiero, de tarjetas y de solidez de los bancos y de las entidades. También hay una creciente 
educación en este sentido en el terreno económico y financiero. El mundo de la regulación tiene que 
ver, a veces, con ir corriendo de atrás a la creatividad humana en materia de riesgos y tratar de generar 
los mejores mecanismos para mitigarlos o evitarlos. 


SEÑOR MARTÍNEZ HUELMO.- Señor presidente: ya cerrando la sesión de hoy —que ha sido muy 
interesante— quiero decir que esta ha sido ampliamente solventada porque el llamado decía que el 
motivo de la convocatoria era saber la situación del Cambio Nelson y de los efectos y consecuencias 
de un eventual cierre definitivo. En lo personal, considero que la actuación de las autoridades y 
técnicos del Banco Central, encabezados por el economista Bergara, ha sido muy solvente y amplia, y 
al mismo tiempo, ha demostrado la fuerza que tiene esa institución como entidad reguladora y de 
control de todo el sistema financiero. 


Debo decir, además, que más allá de sus potestades de control y fiscalización —como dijo el 
economista Bergara y creo que hay que recalcar—, el Banco Central también tiene que respetar un 
Estado de Derecho; no puede atropellar porque se le ocurra a un miembro de su estructura 
administrativa diciendo que va a investigar porque sí. Tiene que haber algún indicio de algo. Me parece 


que hay que recalcar este tema y que se han cumplido todas las etapas, amén de que esto ya está en 
la órbita del Poder Judicial y que se están considerando todas las normativas que el Banco Central va 
a aplicar, seguramente, cuando esto termine. Hay elementos en curso; no obstante, si es necesario el 
Banco Central va a ser muy firme en lo que tiene que serlo, respetando siempre un Estado de Derecho 
que tiene que ver con las regulaciones que maneja el Banco Central y también el Estado de Derecho 
general. ¿Por qué digo esto? Porque no se puede hacer escarnio si no tenemos elementos de juicio y, 
por supuesto, si no hay una sentencia definitiva en cualquiera de las etapas que se cumplan de esto. 


Por otra parte, también quiero decir que si aquí hubiera un problema de lavado de activos, 
eso lo veremos la semana que viene, que comenzaremos a tratar el tema del lavado de activos. Ese 
tratamiento se ha estirado un poco por la lamentable desaparición física de Carlos Díaz, pero ya 
estamos coordinando con el Poder Ejecutivo quién va a encabezar la delegación. Aparentemente, 
vendría todo el equipo técnico y quizás, como ha dicho el señor senador Amorín, podríamos proponer 
algo a este respecto. Además, vamos a consultar al Banco Central en función de lo que el propio señor 
senador Amorín ha propuesto. 


Al mismo tiempo señalo que, como se ha dicho, no hay una gran abundancia jurídica sobre el 
tratamiento específico de las casas de cambio —Mme parece que algo al respecto ha esbozado el 
presidente— y, por lo tanto, ese planteamiento es de recibo y vamos a trabajar sobre él. 


Quiero decir, también, que en esto han quedado muchos empleados sin trabajo y como una 
buena noticia —por lo menos, para paliar esta situación tan dramática— comunico que el BPS está 
activando de oficio —porque el titular de la empresa, obviamente, no está— el seguro de paro para que 
se esto se concrete, en principio, por un año, ayudando así a solventar la situación. 


Creo que el Estado ha sido muy prolijo en esto y, al mismo tiempo, muy firme. Esto lo estamos 
viendo y, como dijo el señor senador Pepe Mujica, ha habido una gran inflación mediática. Creo que 
esta sesión ha sido muy importante porque ha situado, focalizado el asunto con la información que nos 
han dado los miembros del Directorio del Banco Central. 


Esta era la constancia que quería dejar, señor presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Queremos agradecer especialmente la presencia de los integrantes del 
Directorio del Banco Central del Uruguay que hoy nos acompañan; creo que esta reunión ha sido muy 
esclarecedora y productiva. 


Era necesario indagar sobre este tema en el Parlamento, por lo menos para que se explicara 
cuál ha sido la actuación y también nos llevamos algunos deberes sobre posibles vías de evaluación 
de mecanismos para manejar las contingencias que quizás puedan aparecen en el futuro. En ese 
sentido, esta comisión y los representantes del Banco Central vamos a intercambiar ideas sobre 
posibles mecanismos a emplear. Ustedes hablaron de la regulación de las casas de cambio y de un 
marco legal que quizás está faltando en el caso de los servicios financieros. También está el tema de la 
responsabilidad de algunos profesionales en relación con la compilación de los estados contables. 
Estos son algunos de los temas sobre los que tenemos que trabajar en el futuro y estamos a la orden 
para hacerlo. 


SEÑOR RIBEIRO.- Reitero algo que dijo el presidente al principio en el sentido de que valoramos esta 
convocatoria porque nos da la oportunidad de ofrecer directamente al Parlamento la información que 
tenemos, más allá de lo que se dice a nivel periodístico, con lo que, en principio y respetando las 
fuentes que tiene cada uno, claramente hay diferencias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se levanta la sesión. 


(Son las 13:11). 
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